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			INTRODUCCIÓN

			A pesar de la abundante producción historiográfica sobre la Segunda República, el apartado dedicado a las fuerzas de seguridad y en particular a la Guardia Civil se hallaba huérfano de una obra que abordara en conjunto y relacionada con los acontecimientos sociales la trayectoria del Cuerpo. Tras un amplio recorrido por los sucesos más conocidos en los que se vio involucrada la Benemérita, y desgranados algunos aspectos hasta ahora no tratados en otros estudios, la obra puede ofrecer al lector nuevas luces y despejar ciertas sombras de desconocimiento sobre una institución que en esos instantes arrastraba casi un siglo de existencia en la compleja historia de España. 

			Es de justicia reconocer que en la historia de España uno de sus principales protagonistas ha sido, sin duda alguna, la Institución militar con los matices ideológicos o profesionales con los que quiera abordarse su periplo histórico. La Guardia Civil, cuerpo armado de naturaleza militar, desde su creación se vio vinculada e integrada en el organigrama del Ministerio de la Guerra, a pesar de la doble dependencia ministerial que también la relacionaba en el ejercicio de su servicio peculiar con las autoridades civiles del Ministerio de la Gobernación. Tal circunstancia fue esencial para la compleja elaboración de la mentalidad institucional. Los guardias fueron conscientes de la asunción de cierto mesianismo en el ejercicio de su labor, cuyo impacto era consecuencia directa de la herencia recibida del pasado decimonónico, esencialmente en la transformación y permutación de los objetivos exteriores por una obsesión con el control del orden interno, tras la desaparición de los proyectos o programas de expansión territorial por la desaparición del imperio colonial. 

			Todo ello coadyuvó a la instrumentalización de la Benemérita en el ejercicio de la imposición política, surgida al amparo de las directrices emanadas del experimento canovista, un disfraz democrático para una monarquía amparada por el Ejército y respaldada por los intereses de las clases conservadoras. Esa obsesión por el «orden» público, aplicada a veces con inusitada violencia, para el mantenimiento de una sociedad conservadora, había ayudado a fracturar la relación entre una parte sustancial de la ciudadanía y la Guardia Civil, que sin tales apoyos se encontraba aislada socialmente, y apoyada tan solo por los estamentos que mantenían a flote la monarquía. 

			En la formación de esta mentalidad interna tuvo una influencia decisiva el factor de la férrea disciplina aplicable a sus hombres. Desde la creación del Cuerpo la propia dinámica de la diseminación de sus unidades por todo el territorio español, a su vez articulador de la estructura del centralismo decimonónico, impuso unas draconianas condiciones internas en las relaciones de los guardias civiles, no solo con su entorno inmediato, sino también con sus superiores jerárquicos, exigentes del cumplimiento de los reglamentos hasta la exasperación, para evitar actitudes desidiosas u ociosas que pudieran repercutir sobre el prestigio y el honor de la Institución

			A la Guardia Civil, este alejamiento de las clases sociales de las que procedían sus hombres le inspiraba un sentimiento contradictorio: en primer lugar, una sensación de abandono y de falta de comprensión por el ejercicio de su labor; por otro lado, un aislamiento que podía considerarse satisfactorio, pues la distancia imposibilitaba relaciones que podrían impedir el estricto cumplimiento de las labores policiales, lo que inducía a crear un complejo mundo de relaciones endógenas alejadas del entorno social, quizá con cierta impresión de superioridad frente a la sociedad civil. La mayoría de aquellos hombres vivían en unidades reducidas, establecidas en pueblos pequeños, y aislados de núcleos urbanos de cierta importancia, en los que radicaba un mayor número de fuerzas. En estos pueblos se veían superados con amplitud por el número de habitantes, por lo que el potencial peligro para sus personas y sus familias, en el caso de una modificación del estatus vigente con la monarquía, siempre estuvo presente en su pensamiento; amenaza latente que por desgracia se haría realidad en numerosas ocasiones durante el periodo republicano.

			Desde la peculiar visión difundida en el seno del Cuerpo, aquellos gobiernos que no establecían unos mecanismos eficaces de protección de los guardias civiles, porque no podían, o en el peor de los casos porque no querían, perdían la legitimidad, al poner en riesgo los cuarteles de la Benemérita. Por eso, cuando se produjo el cambio de régimen, ante la posibilidad de una disolución del Cuerpo o de que se produjeran furibundos ataques contra sus hombres, los guardias civiles se enrocaron en posiciones defensivas y en la reafirmación de su autoridad para el control de la disciplina social. 

			A los ojos de los guardias civiles, las reacciones violentas a la hora de aplicar las leyes se ajustaban a un principio de acción-reacción. Pensaban que ajustaban su conducta a provocaciones previas por parte de manifestantes o de los presuntos delincuentes. No siempre fue así, pero en numerosos casos la violencia desplegada respondió a un marcado carácter defensivo, por la radicalización de la oposición política durante el régimen republicano. Sus actuaciones respondían a un concepto de control del orden público heredado de épocas pretéritas. Su adiestramiento y preparación para actuar en los conflictos sociales eran obsoletos y arcaicos, lo que proyectaba una imagen desfasada, de incapacidad para enfrentarse a nuevas modalidades de actividad policial en el control de las masas, por otro lado extremadamente violentas. De todas maneras, la Guardia Civil no era culpable por no disponer de los medios adecuados. El nuevo régimen continuó dotando a sus hombres de fusiles de asalto para responder a las manifestaciones, violentas o no, y para sofocar el resto de los actos de contestación social.

			La serie de acontecimientos en los que se vieron involucrados los guardias civiles debe abordarse con una dosis de comprensión hacia sus actuaciones frente a una contestación social muy radicalizada, en la inteligencia de que se debieron al contexto histórico e ideológico en el que se desarrollaron sus vivencias personales, por desgracia alejadas, en numerosas ocasiones, del deseo de concordia y de convivencia pacífica. Acorde con este clima de enfrentamiento, las vivencias y los servicios del Cuerpo, los errores o aciertos cometidos, no se alejaban, como no podía ser de otra manera, del ambiente político y social de la Segunda República. 

			Desde las filas de los partidos obreros, sus militantes se mostraban reacios a confiar en un cuerpo policial heredado de la monarquía, inflexible ante las reivindicaciones de apertura por parte del republicanismo. Pronto descubrirían a unos hombres abnegados en su misión de hacer cumplir la ley, sin otras connotaciones que el afán de dedicarse a tal labor, y sin relaciones políticas de ningún tipo, al menos institucionalmente. La Guardia Civil, apenas iniciada la andadura del régimen, mostró su disposición para prestar su obediencia al poder que se hallara legitimado, con independencia de la alineación ideológica del mismo. Esta posición aséptica la llevaba al acatamiento de los dictados que emanaran de los poderes republicanos, sin cuestionarse el respaldo político a tales órdenes. Fue una de las grandes sorpresas para los políticos que lideraron el cambio de régimen. Tenían a su lado, lealmente, a la Guardia Civil.

			No lo tuvo fácil la Institución. Los virulentos ataques contra la República, que partieron desde los dos extremos políticos, izquierdas y derechas, aunque con una mayor incidencia desde los partidos y sindicatos obreros, destruyeron o limitaron las esperanzas depositadas en un régimen pacífico. El Cuerpo tendrá que ofrecer, con un denodado esfuerzo, una nueva imagen democrática para obtener la suficiente confianza en los miembros de los diferentes gobiernos de la República. Y con tal respaldo institucional podrá consolidarse como la principal fuerza de seguridad estatal, que en aquella época lo era, para articular el nuevo Estado republicano, tal y como lo hizo durante el siglo xix con la monarquía. Si conseguía que se respaldaran sus actuaciones, el beneficio sería mutuo: para el régimen republicano estaría más cerca la consolidación y aceptación por la ciudadanía, y para la Guardia Civil su supervivencia como cuerpo policial. Los acontecimientos los superaron a ambos.

		

	


	
		
			
1. EL BIENIO AZAÑISTA. LA ESPERANZA DEFRAUDADA

			Los Comicios municipales

			La convocatoria en la jornada del 12 de abril de 1931 de unos comicios municipales inundó el país de esperanzas y temores, por el potencial proceso de cambio de régimen político. La Guardia Civil, como ocurrió con el resto de la Nación, contemplaba desde su privilegiada atalaya, con cierto reparo, la posibilidad de que se generaran disturbios sociales. El régimen republicano no llegó por generación espontánea, ya que en definitiva se trataba de la culminación de un proceso de evolución de la propia sociedad española. Atrás, en tiempos cercanos, quedaba la incorporación a la vida política de las masas obreras y el complejo periodo dictatorial que impuso una severa restricción de las libertades ciudadanas. Ese fue el caldo de cultivo en el que germinó la Segunda República

			España no era ajena a las circunstancias extrínsecas que rodeaban la profunda crisis económica internacional, por lo que hay que considerar esa mutación político-social en su contexto histórico, es decir, en los avatares de la tercera década del pasado siglo. La progresiva incorporación a la vida política, durante las dos primeras décadas del siglo, de las masas obreras, que querían modificar su situación para lograr una mejoría del nivel de vida y la modernización del país, produjo un clima de peligroso conflicto con las clases favorecidas, que, en buena lógica, querían continuar manteniendo el monopolio del control de la sociedad. En tal contexto tenía que influir poderosamente la estructura de la Restauración diseñada por Cánovas, en la que la presencia en política del obrerismo era simplemente testimonial, a través de los postulados liberales, más cercanos al conservadurismo en algunas ocasiones que las propias tesis de este.

			Con estos mimbres, el descontento con el sistema llevó al republicanismo a elaborar un proyecto de régimen que chocaba frontalmente con la monarquía alfonsina, cuyo muro era imprescindible derribar para dar luz a su revolucionario programa político. A pesar del crispado ambiente social en ese mes de marzo de 1931, a consecuencia de los sucesos de la Facultad de San Carlos, con graves enfrentamientos con las fuerzas de seguridad, sumado al que se cursaba contra los miembros del comité republicano que habían participado en la apuesta revolucionaria del mes de diciembre anterior, se convocaron esas elecciones de ediles para el día 12 de abril, como primer eslabón de una serie de consultas que de forma progresiva tenía como objetivo la elección de un nuevo gobierno. Para el frente republicano, que aparecía sólidamente unido al Partido Socialista para desbancar a los monárquicos, supuso una ocasión única en la que mostrar sus cartas de cara al relevo estamental. Y así se plasmó en una cualitativa victoria en la mayor parte de las capitales españolas, pues las únicas de estas en las que vencieron las candidaturas monárquicas fueron Cádiz, Lugo, Ávila, Burgos, Vitoria, Pamplona, Soria, Palma de Mallorca y Las Palmas.

			El distanciamiento de la monarquía y un gran segmento de la sociedad no le era precisamente ajeno a la Institución (la Guardia Civil), como consecuencia de una elaborada red de información, distribuida en sus puestos territoriales, por lo que no era muy extraño suponer que se disponía de cierta certeza sobre el profundo cambio que se iba a producir tras el depósito del voto por parte de los españoles. Se conocía la adscripción al republicanismo en las ciudades, pero se dudaba de la capacidad de organización para ofrecer un frente unido entre los miembros de las alas moderadas y progresistas de los partidos republicanos, así como con el Partido Socialista Obrero Español. 

			Con un profundo conocimiento de la situación de la ruralidad, que no ofrecía dudas en cuanto a su adscripción conservadora, obligada o no por las circunstancias, el gobierno del general Aznar se planteó la necesidad de consultar al cuerpo electoral sobre los derroteros políticos de la situación tan compleja, derivada del intento de implantarse un gobierno de concentración para eludir las consecuencias de la crisis nacional provocada tras el periplo dictatorial de Primo de Rivera. La respuesta fue especialmente contundente en los principales núcleos urbanos de la Nación, donde la conjunción republicano-socialista copó la mayoría de los cargos electos de los consistorios. 

			En el gobierno se tenía plena consciencia de que en aquellos lugares a los que no podían acceder libremente los tentáculos del caciquismo la respuesta había sido contraria al régimen alfonsino. La respuesta proporcionada por el cualitativo voto urbano dejó claro qué posicionamiento tenía la sociedad española en referencia a la deriva monárquica: un cambio absoluto y sustancial para implantar la república. Los políticos del régimen restauracionista, incluido el monarca, a la vista de los resultados tuvieron muy claro que era el momento de abandonar la nave para dejar el timón en manos de los vencedores en los comicios municipales, incluso a pesar de las aireadas protestas de algunos de los recalcitrantes monárquicos, como el general Cavalcanti, dispuesto a ofrecer una firme resistencia en la defensa de la monarquía. 

			¿Cuál fue el posicionamiento de la Institución ante tal disyuntiva?[1] Se ha articulado el discurso de que la decantación del Cuerpo por la inhibición fue producto del despecho personal y el desencanto de su director general, Sanjurjo, por el abandono de Primo de Rivera por parte del monarca. Se puede afirmar, tras la valoración de la trayectoria histórica de la Benemérita, que la Guardia Civil, a pesar de la obediencia a su director, era algo más que la adhesión a una persona. Al equipo directivo de la corporación, en conjunto, le impulsó el profundo deseo de evitar un derramamiento de sangre por la defensa de un régimen que inevitablemente se enfrentaba a una gran crisis de identidad, tras la pérdida de la credibilidad necesaria para subsistir. La frase presuntamente proferida por Sanjurjo: «Hasta ayer por la noche se podía contar con la Guardia Civil», es una muestra palpable del sentir de la Institución ante el conocimiento de los resultados electorales, esa misma noche del 12 de abril, cuando se consultaba a su director general sobre el posicionamiento de los guardias civiles ante la proximidad de un cambio de régimen. Si se hubiese optado por enfrentar a los guardias civiles con las animadas masas republicanas, deseosas de explotar su éxito en el derrocamiento de la monarquía, la continuidad de la Institución hubiese quedado sentenciada de muerte. Puede concluirse, a la vista de los acontecimientos, que la decisión de acatamiento de la consulta electoral por parte de Sanjurjo fue ajustada a las pretensiones de la sociedad española, por lo que no fue necesario sacrificar la Institución, ni el prestigio obtenido en los casi noventa años de historia, por la defensa de un régimen al que se le auguraban pocas horas de vida.

			Todo ello, a pesar de la posibilidad de establecer una vinculación del Cuerpo con un signo políticamente moderado y con la institución monárquica, fruto de la connivencia con los intereses de la Restauración, régimen al que protegió y defendió, incluso con el compromiso de perder el prestigio adquirido en los primeros años de vida de la Guardia Civil, alejándose inevitablemente de las clases populares para llevar a cabo la defensa de los fundamentos ideados y puestos en marcha por Cánovas, a los que dieron continuidad liberales y moderados durante casi sesenta años.

			No es aceptable la gratuita e imaginaria suposición de lo que hubiese ocurrido en caso contrario. Simplemente queda contrastar sesudamente la decisión adoptada por Sanjurjo[2] de no hacer partícipe de la más que probable sangrienta represión a los guardias civiles. No, la Guardia Civil, si deseaba tener una continuidad dentro del nuevo régimen político, tenía que mantenerse aséptica y observar, eso sí, con cierta preocupación el desarrollo de los acontecimientos. En esta línea, y como prueba palpable de lo expuesto, queda analizar el texto que Sanjurjo, mediante un telegrama, enviaba a sus unidades, en las que solicitaba la inhibición de los guardias civiles en la celebración de la victoria republicana, incluyendo la posibilidad de que incluso fuerzas del Ejército se uniesen a la exaltación por el cambio de régimen: «Disponga V. S. las órdenes convenientes para que las Fuerzas de su mando no se opongan a la justa manifestación del triunfo republicano que puede surgir del Ejército y del pueblo». El despacho, que iba con clave criptográfica, fue descifrado por los funcionarios de Comunicaciones y produjo un enorme revuelo. El martes, 14 de abril, varios miembros de Telégrafos izaron en el Palacio de Comunicaciones la primera bandera republicana que ondeó en Madrid, y esto influyó transcendentalmente en que se precipitaran los acontecimientos políticos.

			La proclamación de la República

			A pesar de la inhibición, ordenada por la Dirección General para la jornada del 14 de abril, algunas unidades de la Guardia Civil recibieron instrucciones específicas de control del orden público en lugares estratégicos de la capital, cuando comenzaron a llegar noticias de la proclamación de la República en numerosas ciudades de toda España. En Madrid, tras la movilización de las masas que progresiva y rápidamente se habían ido incorporando a la celebración de la presunta victoria electoral, el Cuerpo intentaba dar una respuesta con el despliegue de fuerzas del 14.º Tercio, que se ocuparía de tomar la plaza de Colón, y la calle de Alcalá, mientras un par de escuadras eran ubicadas en la plaza de Oriente. Otra unidad motorizada de la Benemérita acudía ante los disturbios que se estaban desarrollando en el paseo de Recoletos, cuya intervención se saldaría con un muerto y varios heridos entre los eufóricos republicanos. En la Puerta del Sol la actitud de los manifestantes no distaba de la violencia desplegada en Recoletos, lo que provocó que el ministro de la Gobernación, marqués de Hoyos, solicitase del entonces jefe superior de la Policía Gubernativa de Madrid, coronel de la Guardia Civil José Aranguren Roldán, la intervención de la Institución para evitar el asalto del Ministerio. La mesura y el control emocional de Aranguren evitarían que lo que simplemente eran conatos de intervención se convirtieran en una masacre ante las puertas del edificio ministerial.

			Ante el cariz de los acontecimientos, solo quedaba la decisión final sobre el momento idóneo para el abandono de la patria por parte de su rey, que unas horas antes dictaba un documento de renuncia al trono, aplazando sus derechos dinásticos, hasta que la situación se modificara con la elección de unas Cortes constituyentes. El autonombrado gobierno republicano exigió que la salida fuese inmediata, impulsado por la necesidad de su propia consolidación, así como para evitar cuanto antes que la seguridad del monarca pudiera peligrar e incluso se cometiera un regicidio. El Gobierno Provisional de la República, personalizado en la figura de Niceto Alcalá-Zamora, instaba al ministro Romanones[3] a que el monarca abandonase la nación de forma inmediata, incluso antes de la puesta de sol. Durante esa misma tarde la República era proclamada de forma pacífica en las principales ciudades del país: Barcelona, Sevilla, Valencia, La Coruña, Salamanca… 

			Al resto de la familia de don Alfonso se le concedió algo más de tiempo para que abandonase el país y, en consecuencia, ese retraso podía significar de alguna manera ciertos problemas de seguridad a su paso, por lo que Sanjurjo, que insistía ante el nuevo gobierno provisional en la seguridad de las personas de la familia real, asumió personalmente la dirección del operativo de protección y se trasladó junto a la todavía reina de España, doña Victoria Eugenia, los infantes y los miembros de la nobleza que decidieron acompañarlos en el exilio, hasta la estación de El Escorial, donde tomarían un ferrocarril que les llevaría hasta la frontera española con Francia. La Guardia Civil asumió el operativo con la intensidad que le era propia, y el despliegue por todo el recorrido fue todo lo tupido que permitía la disponibilidad de los hombres de los tercios móviles, especialmente el 26.º, con sede en Madrid. Gracias a este esfuerzo de los beneméritos la familia real pudo abandonar el país sin más contratiempos que la desolación por el obligado destierro.

			Sanjurjo, una vez ordenados los dispositivos relatados, se trasladaba al domicilio de Miguel Maura para el ofrecimiento de la Guardia Civil al Gobierno Provisional de la República, que a su vez se dirigía al Ministerio de la Gobernación para tomar posesión del poder cedido por el monarca. Allí, para su propia sorpresa, hallaron la plena disponibilidad del piquete de la Guardia Civil que protocolariamente rindió honores a los componentes del mencionado comité, a la voz de Maura de: «Señores, abran paso al Gobierno de la República».[4]

			Para los conservadores monárquicos este posicionamiento de Sanjurjo, y por ende de la Institución que dirigía, supuso una completa y absoluta traición. Ante una decisión acorde a la voluntad de atenerse al estricto cumplimiento del deber, a pesar de las distancias personales e institucionales con la República, arreciaron las acusaciones de pusilanimidad contra el laureado general, aunque la valoración objetiva es que su postura era completamente acertada, tal y como se estaban desarrollando los acontecimientos. Quizás fuese posible entender que en la posición del general existía cierta aversión personal a los derroteros de la monarquía, a la vista de lo ocurrido con su mentor, el exdictador Primo de Rivera, a quien el monarca dejó abocado al ostracismo. Pero ello no impide que se valore positivamente la decisión de alejar a la Guardia Civil de los previsibles conflictos sociales por la llegada del régimen, una vez contemplados los acontecimientos políticos desencadenados por las elecciones municipales. En caso contrario, la República no hubiera dudado un solo momento en proceder a disolver a una Institución tildada, y con razón, de extremadamente conservadora. El balance final tras el pertinente análisis no pudo ser más positivo: la Guardia Civil monárquica se transformaba en la Guardia Civil republicana.

			La alineación de la Institución con el deseo de no intervención puede seguirse de la mano de Maura, uno de los principales protagonistas de tales instantes, quien relató la llegada del general a su domicilio para ofrecer sus servicios al nuevo régimen: «Que la Guardia Civil y él personalmente acataban la voluntad popular y pasaban al servicio de la República con la lealtad tradicional del Instituto».[5] Para valorar si esta voluntad de eludir el enfrentamiento con las masas fue consecuente con la necesidad de no provocar víctimas o producto de una animadversión personal del laureado general al monarca, solo puede constatarse a través de los hechos consumados. Sobre la presunta deslealtad hay que atenerse a la valoración de la hora de la entrevista entre el director general y Maura. Si esta se produjo a primera hora del mencionado día el general no conocía, al menos previsiblemente, la decisión de Alfonso XIII de ceder sus derechos dinásticos y renunciar hasta un momento más propicio para ejercer la soberanía, por lo que tal ofrecimiento resultaba interesado y producto de sus desavenencias con el rey; si, por el contrario, Sanjurjo llegaba al final de esa tarde al domicilio de Maura, conocía perfectamente la situación personal por la que atravesaba el monarca, y su firme e irresoluble decisión de declinar su soberanía en la voluntad popular ciudadana.

			Para el gobierno provisional contar con el apoyo y el ejercicio profesional de los guardias civiles era más que una garantía de control del orden público y del traspaso pacífico de poderes, pues el concurso de la Benemérita podía decantar la confianza en la República de las poderosas clases conservadoras, recelosas de la llegada de un nuevo régimen auspiciado por la anarquía. La sorpresa de no hallar la oposición de los beneméritos y de contar con la anuencia de su director sorprendió a los ya por sí asombrados miembros del potencial gobierno de la República. El presidente del comité republicano, Alcalá-Zamora, llegó a manifestar ante la prensa el orgullo por «un ejemplo sin igual e inimitable resolviendo el problema de la revolución latente en medio de un orden maravilloso», manifestación que supone intrínsecamente un halago a la labor ejercida por la Guardia Civil. 

			De todas maneras, el pasado pesaba como una losa y no todo eran pensamientos de apoyo, tal y como relata Maura, cuyo testimonio resulta esclarecedor sobre la acogida que ofrecieron a la Benemérita los republicanos de izquierda y los representantes de las masas obreras: «La impopularidad del Cuerpo entre las masas obreras, muy principalmente entre los campesinos, era extraordinaria. No sé si con razón o sin ella, pero lo cierto es que la Guardia Civil constituía para muchas gentes la encarnación de la supervivencia de los sistemas inquisitoriales en la investigación de los hechos». Y la opinión de los dirigentes republicanos, no difería demasiado de la expuesta con anterioridad: «Mis compañeros, incluido el presidente, me pedían que disolviera el Cuerpo o, al menos, que lo modificase en tal forma que diésemos la sensación de que lo habíamos disuelto (…) tras largas horas de estudio y reflexión me negué categóricamente no solo a disolverlo, sino a alterar una sola coma de las ordenanzas. Me negué, incluso, a la sustitución del tradicional tricornio charolado por otra prenda diferente, como ya, en última instancia me pedían».[6]

			El primer gobierno republicano

			El deseo del pueblo español de que las prometidas reformas sociales y estructurales se plasmaran urgentemente, que había calado con profundidad especial entre las clases más desfavorecidas, provocó una intensa oleada de huelgas y conflictos desde los primeros instantes de la República. Apenas transcurridas unas semanas desde su advenimiento, se produjeron las primeras bajas mortales por las violentas reivindicaciones sociales en las calles de las ciudades españolas. Sin minusvalorar los enfrentamientos sostenidos por la Guardia Civil en el resto de España, por sus consecuencias en heridos y muertos, en los días que siguieron a la proclamación del nuevo régimen, resulta imprescindible abordar lo ocurrido en Madrid en las jornadas del 11 y 12 de mayo, con los incendios de los conventos y edificios religiosos, y su extensión con mayor o menor incidencia, como un reguero de pólvora, por numerosas capitales y pueblos del territorio nacional. Era el primero de una serie de innumerables episodios relacionados con actuaciones anticlericales que coadyuvarían a destruir la convivencia ciudadana como ningún otro aspecto de la conflictividad social. Los acontecimientos se precipitaron como consecuencia de una pretendida provocación por parte de grupos monárquicos, tras una celebración en el edificio de ABC, en el que se colocaron unos altavoces desde los que sonó la Marcha Real.[7] Oído por grupos de exaltados, estos intentaron incendiar el local y la Guardia Civil se dispuso para impedirlo, con un triste balance tras el enfrentamiento, pues quedaron dos muertos sobre la acera y numerosos heridos tuvieron que ser trasladados a casas de socorro. Esta actuación provocaría un efecto de transmisión en cadena de actos vandálicos por toda la ciudad. Se acusaba a la fuerza de seguridad de excederse violentamente en la represión.

			En el interior del gabinete gubernamental lo sucedido provocó que parte de los correligionarios de Maura planteasen abiertamente la solicitud de la disolución inmediata de la Guardia Civil. Ante tal tesitura, con mesurado criterio, el director general de Seguridad, con el deseo de evitar el incremento de víctimas, ordenaba a los guardias civiles que se recluyeran en sus acuartelamientos para depositar en el Cuerpo de Vigilancia y Seguridad el control del orden público en la ciudad. Todo quedaba al amparo de la decisión de los pirómanos, pues el mencionado cuerpo policial no estaba especialmente preparado, al igual que la Guardia Civil, para enfrentarse a manifestaciones, y sobre todo le faltaba la suficiente decisión para ofrecer una resistencia coherente a los exaltados. En el punto de mira de estos se hallaban los edificios eclesiásticos, los diarios de derechas, los grupos monárquicos y todo lo que significara oposición a la República. El primero de los edificios que recibió la visita de los pirómanos fue el convento de jesuitas de la calle de la Flor, en el que se perdió para siempre su inmensa biblioteca, de un valor incalculable. Allí se custodiaban ediciones príncipes de Lope de Vega, Quevedo y Calderón. A partir de aquí ardieron el colegio de las Maravillas; el convento de las Mercedarias de San Fernando; el colegio de los Salesianos; el colegio de Bellavista y el colegio de religiosas del Sagrado Corazón de Chamartín de la Rosa. Ante tales acontecimientos, el gobierno decidió finalmente reaccionar y proclamó el estado de guerra, tras comprobar el error cometido de dejar a la Guardia de Seguridad tamaña empresa y manteniendo a la Guardia Civil acuartelada. 

			No quedaría aquí, en la capital de España, el fervor por los incendios de iglesias. En Valencia, el convento de los Dominicos, el de San José de las Carmelitas, el de San Julián de las agustinas y el colegio de la Presentación fueron atacados por los incendiarios. De enorme gravedad fue el impacto de la revuelta en las principales capitales andaluzas, como lo ocurrido en Sevilla cuando se incendió el colegio de los Jesuitas y la iglesia del Buen Suceso.[8] En Córdoba el intento de incendiar el convento de San Cayetano se saldó con la intervención de la Guardia Civil: dos de los asaltantes fallecieron y hubo varios heridos. En la ciudad de Cádiz fueron pasto de las llamas el convento de los Dominicos y la iglesia de Santa María, y en la provincia fueron asaltadas iglesias en Algeciras, Jerez y Sanlúcar de Barrameda. Una ciudad en la que se desarrollaría una jornada especialmente violenta fue Málaga, lugar donde la falta de acción por parte de las autoridades militares se saldó con el incendio de una buena parte de su patrimonio. Otra muestra más de irresponsabilidad la ofreció el gobernador militar, Gómez Caminero:[9] «Ha comenzado el incendio de iglesias. Mañana continuará». Este mismo general ordenó personalmente a los bomberos que habían acudido a sofocar el incendio de la casa de los jesuitas en Málaga que se retiraran, y luego dio la misma orden a los guardias civiles que intentaban apagar los fuegos provocados. Los bomberos asistieron impotentes al incendio del edificio y la iglesia aneja. Fue tal el escándalo al conocerse estos hechos que el general Gómez García Caminero y el gobernador civil, ausente durante esos hechos, fueron destituidos. No puede extrañar que ardieran el convento de Santo Domingo, la iglesia de Capuchinos, la parroquia de San Pablo, el Palacio Arzobispal, el colegio de los Agustinos, el colegio de los Maristas y así hasta cuarenta y ocho edificios. En la provincia la actuación de algunos de los guardias civiles impidió que se consumaran iguales daños. Fue el caso de Pizarra, donde el teniente Carlos Ponce de León y Conesa evitó personalmente que se incendiase la iglesia parroquial. En cuanto al balance de víctimas en Málaga, cuatro de los asaltantes resultaron muertos.[10] Como consecuencia de estos hechos, el capitán general de la Segunda División Orgánica, general Miguel Cabanellas, emitió un comunicado a todas las guarniciones para que extremasen y cumpliesen con el estado de guerra que se implantaba para toda Andalucía Occidental. Transmitía así las órdenes recibidas: 

			Ministro de Gobernación. 

			El Gobierno Provisional de la República acaba de acordar asumir desde este momento los plenos poderes que le otorgó la soberanía nacional, con la máxima energía y sin más limitaciones a su aplicación que el bien público y la salud de la República. Procederá V. E. mientras dure el estado de guerra, que no se levantará sin orden de mi autoridad, con la mayor energía para sostener por todos los medios necesarios el orden público, siendo imprescindible limpiar Andalucía de elementos perturbadores y extraños que, criminalmente, atentan contra la Patria. 

			Tomará cuantas medidas de detención, deportación etc., estime necesarias, excitándose el celo de la Guardia Civil y demás fuerzas, para que vigile los trenes, deteniendo a todos los sospechosos. Como consecuencia de esta orden ministerial se declara el estado de guerra en toda Andalucía.[11]

			Las primeras escaramuzas de los incendiarios no fueron valoradas en su justa medida por el equipo gubernamental. No solo infravaloró la magnitud de lo ocurrido, con vidas pérdidas y daños en el patrimonio histórico-artístico, sino que, sobre todo, no supo ver la idea que sobre el régimen se instaló en las conciencias de las clases conservadoras, o en la propia Guardia Civil. Los coroneles jefes de tercio en la capital presentaron al ministro su queja porque no se apelara a su función de protección de las vidas y las propiedades. La consecuencia de no actuar a tiempo fue la obligación de decretar el primer estado de excepción del periplo republicano. Muchos más, desgraciadamente, le seguirían en apenas cinco años. El presidente del Gobierno y ministro de la Guerra, Manuel Azaña, no atendió a los requerimientos de Maura de sacar a las calles, a toda costa, a la Guardia Civil, quizá por la desinformación a que se le estaba sometiendo, y se despachó con una de sus frases lapidarias: «Todos los conventos de Madrid no valen la vida de un republicano».[12] No le tembló el pulso en destituir al coronel del Tercio de Córdoba porque no obedeció la orden de Gobernación y ante la crítica situación procedió, bajo su responsabilidad, a sacar a sus guardias a la calle para impedir los incendios en aquella capital. 

			El relato del descontento de la Guardia Civil con lo ocurrido en estos días de mayo lo encontramos en Maura, quien no dudaría en presentar su dimisión ante el resto del gabinete por no poder disponer de la Institución para reprimir los desórdenes públicos. No le fue aceptada, pero obtuvo el compromiso de que desde esos instantes el Ministerio de la Gobernación tendría plenos poderes para abordar todo lo referente a las cuestiones de seguridad pública. También menciona Maura la reunión celebrada entre él, Sanjurjo y los coroneles, tenientes coroneles y comandantes de los tercios, turbados por la preocupante situación en la que se hallaba el Cuerpo, acuartelado y en tensa espera de una probable disolución. En la reunión se abordó todo lo ocurrido en la capital en las aciagas jornadas del 10 y 11 de mayo. El ministro escribió: «Me permitía garantizarles que se habían acabado las vacilaciones y claudicaciones de la Autoridad, y terminé pidiéndoles que hiciesen confianza al gobierno y prestasen su concurso incondicional para garantizar la paz y el orden de España. El general, con su habitual premiosidad, hizo patente en nombre de todos su adhesión y lealtad al gobierno y al ministro y prometió redoblar su celo en el servicio».[13] 

			A estos disturbios se unieron las protestas contra el régimen por parte de destacados dirigentes de la Iglesia como el cardenal primado, quien se posicionó para colocar a los fieles en disposición de combatir a la República, circunstancia que le costó la expulsión del país. A Segura le acompañó en el destierro, a los pocos días, el obispo de Vitoria, Múgica, acusado de actividades antirrepublicanas en la diócesis. Finalmente, el gobierno provisional fijaba la libertad de creencias y cultos, lo que significaba la pérdida del monopolio de la Iglesia católica como religión oficial del país. Consecuencia de ello fue la respuesta vaticana, negándose a entregar el plácet al nuevo embajador de España ante la Santa Sede, el moderado Luis de Zulueta. Unos días después, el 11 de junio, en clara coincidencia con la publicación de una durísima declaración de la junta episcopal, retornaba de incógnito a España el cardenal Segura, circunstancia que no fue pasada por alto por los responsables de Gobernación, que ordenaron su detención por la Guardia Civil en Guadalajara, a los cuatro días de la clandestina entrada.

			No habían transcurrido unas semanas cuando tuvo lugar un lamentable acontecimiento en las calles de Pasajes (San Sebastián). Un conflicto reivindicativo, instigado por miembros del Partido Comunista local y planteado por la Federación Local de Sociedades Pesqueras, se resolvió con la decisión de declarar una huelga general, que no fue secundada por el resto de gremios laborales. A pesar de ello, el gobierno, a la vista de la crudeza de anteriores enfrentamientos y para evitar un nuevo episodio violento, se ofreció como mediador a través del gobernador civil de la provincia. En Algorrieta, unos centenares de obreros continuaron con sus reivindicaciones y, ante la desautorización de la manifestación, la Guardia Civil procedió a disolverla, dejando dos heridos gravísimos, que morirían posteriormente al ingresar en la casa de socorro. El incremento de los disturbios obligaría a que el gobernador civil depositara sus competencias en el gobernador militar. En Pasajes de San Pedro, en la mañana del día 28 de mayo, una manifestación con dirección a San Sebastián, a la que asistieron miles de personas, fue detenida por los soldados del «Viejo Tercio de Sicilia» en el paraje denominado Alto de Capuchinos, con la tajante orden de impedirles el paso. Ante esta imposibilidad el grupo modificó el itinerario hacia el punto denominado El Reloj de Algorrieta, en el que se hallaba, a su vez, desplegada la Guardia Civil siguiendo instrucciones de la autoridad militar. Ante la imposibilidad de continuar, la marcha se enfrentó a los guardias, que tras los requerimientos preventivos, como en el caso anterior, dispararon sobre la masa provocando cuatro muertos y una veintena de heridos de diversa consideración.

			Entre los sucesos que siguieron a este conflictivo mes de mayo, quizá el de mayor importancia ocurrió en una manifestación anarquista organizada en las calles de Sevilla el 18 de junio. Como consecuencia de los tiroteos entre las fuerzas del orden y los libertarios, varios muertos poblaron el asfalto de la ciudad hispalense. Al gobierno, de nuevo, no le quedó más remedio que volver a declarar el estado de guerra en la ciudad. Apenas habían transcurrido dos meses de la instauración del régimen republicano y ya se habían sufrido dos declaraciones de tal estado de excepción. Unos días después, el 29 de junio, en Granada, el teniente del Cuerpo, Mariano Pelayo Navarro, y las fuerzas de su línea, sostuvieron un agrio enfrentamiento con huelguistas, quienes a su vez les disparaban con armas de fuego. De nuevo quedaron varios muertos en las calles. En Almedinilla, los guardias del puesto se vieron obligados a refugiarse entre las paredes del cuartel por la acometida que con escopetas y otras armas realizaron elementos anarquistas de la población. Uno de los atacantes moriría y cuatro de ellos quedaron heridos de diversa consideración. Para la Guardia Civil, el fallecimiento del guardia Emilio Martín Merchán en Montemolín (Badajoz) supuso una nueva conmoción, por lo cruel y despiadado del ataque. Cuando se disponía a trasladar a un detenido tras impedir que unos extremistas lograran el asalto de la casa de correos, fue acometido con armas blancas y con palos, hasta darle muerte.

			El periodo de las Cortes Constituyentes

			El clima de crispación provocado por la impaciencia ante el retraso de las pretendidas reformas sociales se apoderó de numerosas poblaciones cuando el régimen no había pasado los cien días de vida, y ello obligó de nuevo a declarar el estado de guerra en numerosas localidades. Dentro de este proceso ha de enmarcarse lo ocurrido en Guareña (Badajoz), donde el cabo comandante del puesto, José Díaz, se vio obligado a actuar con las armas para impedir que unos campesinos liberaran a dos detenidos, produciéndose un elevado número de heridos en el enfrentamiento. Andalucía, como el caso anterior, también era un terreno abonado para que jornaleros y guardias civiles se dejaran la vida en sus campos y sus calles. A mediados de julio estallaba una huelga general controlada por el anarquismo, que se transformaría, de nuevo, en una peligrosa y cruel afrenta para las fuerzas de seguridad, y por ende, una apuesta violenta contra el gobierno de la República, lo que obligó a que se trasladasen desde Guadalajara, entre el 7 y 8 de julio, ochenta guardias civiles que se vieron reforzados por otros ciento veinticinco que se incorporaron a la región andaluza desde Valencia, para sofocar el principal foco, ubicado en la capital sevillana. 

			Casi al unísono de la llegada de tales refuerzos, el día 8 se declararon en huelga indefinida los obreros de la Cartuja, a los que se unieron los compañeros de la Cruz Campo, empresa cervecera, y los de otra de productos químicos. Al día siguiente, comenzaron los sabotajes con la interrupción de las comunicaciones telefónicas entre la capital hispalense y la cercana Huelva. Una semana después se sumaron a la huelga los obreros eléctricos y los operarios de los tranvías, ofreciendo un frente cohesionado bajo las directrices anarquistas. Solo faltaba una espoleta para que estallara la preparada acción revolucionaria. La llama que prendió aquella mecha fue un enfrentamiento entre obreros anarquistas y otros que no quisieron secundar la huelga en la mencionada fábrica de cervezas. La refriega fue observada por una pareja de la Guardia Civil que procedió a detener a algunos de aquellos obreros violentos, mientras se producían disparos de los compañeros para impedir la detención. La persecución de los que huían se extendió hasta el centro de ciudad y por algunos barrios, con intercambio de disparos con guardias de seguridad que finalmente provocaron la muerte de un obrero: José González Prieto.

			Los revolucionarios se apresuraron a ocultarse en el barrio de la Macarena, que sería rodeado por fuerzas militares, a las que acompañaban guardias civiles, para impedir que los responsables rompieran el cerco. Al día siguiente otros grupos de obreros también relacionados con la CNT y la FAI procedieron a provocar numerosos incidentes en los centros administrativos de la ciudad, lo que obligaría a intervenir a las fuerzas de la Benemérita en apoyo de los soldados del Regimiento Soria N.º 9. Ante la gravedad de lo ocurrido en la ciudad hispalense, el gobierno declaró el estado de guerra en la ciudad. A la vista de los acontecimientos, si se quería acabar con la apuesta anarquista contra la República era necesaria una contundente actuación y así sucedió. En el bar Casa Cornelio se reunían los cabecillas huelguistas. Era el lugar desde el que, presuntamente, se distribuían las armas para el resto de los violentos anarquistas, además, se había observado cómo desde su planta alta se disparaba a los miembros de las fuerzas de seguridad. Frente a este local se apostaron fuerzas de Artillería, y dieron un ultimátum a sus ocupantes para que lo abandonasen en el ineludible plazo de cuatro horas. Pasadas estas, el local fue cañoneado y en el interior murieron varios de los huelguistas. Sin embargo, no acabó aquí la lucha callejera, pues continuaron los asaltos y los incendios por numerosos barrios de la ciudad. En el intento de la toma del cuartel de la Guardia Civil de la Plaza del Sacrificio murió el capitán Añino Ilzarbe cuando se encontraba apostado en las azoteas del edificio preparándose para la defensa del mismo, junto a un suboficial y otros guardias. Finalmente, los sucesos de Sevilla se saldaron con la cifra de veinte muertos y más de doscientos heridos. Los enfrentamientos se trasladaron a localidades cercanas como Dos Hermanas, lugar donde se produjo un violento choque entre manifestantes y guardias civiles en la calle Real, con el resultado de varios obreros heridos. Trasladados los guardias a su casa cuartel para protegerse de la multitud que les acosaba tras la violenta disolución de la manifestación, el intento de asaltar estas dependencias se saldaría, a su vez, con una cifra cercana a la veintena de heridos.

			En los inicios del mes de agosto, un conflicto provocado por anarquistas en el pueblo de Fuensalida (Toledo) desembocó en el intento de asalto del cuartel de la Guardia Civil, que se saldó en esta ocasión, milagrosamente, sin víctimas, en una actuación correctísima por parte de los componentes del puesto, que lograron apaciguar los ánimos de los exaltados sin necesidad de derramar sangre alguna. No muy lejos de allí, con el conocimiento de que se estaba perpetrando una serie de robos en los campos de los alrededores del pueblo de Navamorcuende (Toledo), se organizó un dispositivo formado por varias parejas de la Guardia Civil para intentar detener a los autores. Una de estas, al advertir la presencia de un grupo que les infundió sospechas, dio el «alto a la Guardia Civil», que fue respondido con una descarga de disparos, hiriendo mortalmente al guardia Atilano de las Casas. Su compañero no pudo evitar el ataque, y agazapado para evitar caer asesinado, disparando desde el suelo, vio con impotencia cómo se marchaban los agresores, a los que no se pudo detener. Ante esta situación, el capitán de la compañía, Gabaldón, inició las investigaciones pertinentes a partir de unos garrotes encontrados en el lugar del suceso y encomendó al cabo Pedro Yuncal y a los guardias Luis García y Domingo Giménez que iniciaran la persecución de los asesinos. El seguimiento tuvo por suerte el éxito perseguido y los agresores fueron localizados unos días después en la provincia de Ávila, en la demarcación de Casasviejas. Los guardias de ese puesto, a las órdenes del sargento Fulgencio Cerón, siguieron la pista de los asesinos, que de nuevo huyeron del lugar, para ser detenidos finalmente por las fuerzas del puesto de Adanero. Las impresiones dactilares localizadas en los garrotes por el oficial del Cuerpo Eladio Salamanca fueron la prueba definitiva para establecer la culpabilidad de los cinco detenidos.

			Varios conflictos tuvieron lugar durante ese agosto, pero el más representativo tuvo lugar a finales de mes, cuando en un duro enfrentamiento por las calles de Zaragoza entre las fuerzas de la Guardia Civil y un grupo de pistoleros que asediaban y tiroteaban a unos obreros de Telefónica que intentaban reparar una central saboteada se saldó con varios muertos y heridos. Uno de los primeros en caer muerto fue, precisamente, uno de estos obreros, así como un transeúnte ajeno a todo lo que ocurría. Fuerzas del Ejército fueron trasladadas a las calles zaragozanas, que se habían transformado en un verdadero avispero para los soldados. A mediados de ese mes, en una revuelta en las calles de la localidad albaceteña del Nerpio, la complejidad del enfrentamiento allí desencadenado aconsejó que interviniera el teniente coronel jefe de la Comandancia, quedando herido de gravedad por un disparo en un brazo el cabo Antonio López López.[14]

			Tras el turbulento verano, el mes de septiembre no se escaparía de los violentos disturbios repartidos por toda la geografía nacional. Para la Guardia Civil, el 6 de septiembre supuso el ataque sobre la casa cuartel en el pueblo de Doña Mencía (Córdoba), que dejaría a tres asaltantes y a dos guardias civiles heridos de gravedad. Uno de ellos fue el sargento Gabriel Borja Mesa, a quien le sustrajeron el arma corta y le dispararon directamente a la cabeza. Logró salvar la vida de forma milagrosa; el otro guardia herido fue Martín Ruiz Marquina. Todo ocurrió cuando tras la celebración de una manifestación organizada por el Partido Comunista local, no autorizada por la autoridad gubernamental, los manifestantes intentaron tomar el cuartel y el sargento trató de disuadir a los atacantes de su actitud. Durante este intento de disuasión, uno de los cabecillas le atacó, quitándole el arma y le disparó a la cara, mientras sus compañeros a duras penas disparaban sobre los atacantes, dejando a uno de ellos mal herido con un tiro en el vientre. 

			Quizá el lugar donde los enfrentamientos tomaron un cariz más trágico fue en Corral de Almaguer, Toledo,[15] con ocasión de un enfrentamiento entre huelguistas y las fuerzas del puesto en la mañana del 29 de septiembre, con el trágico resultado de cinco muertos entre los asaltantes, a causa de los disparos realizados por los guardias civiles. El teniente José Pascual Barba instaba a los manifestantes a que se disolvieran y abandonasen su violenta actitud, pero lejos de ello, tras el lanzamiento de piedras sobre los guardias se oyeron unos disparos procedentes de la manifestación que fueron inmediatamente respondidos por los fusiles de los guardias, cuyos proyectiles impactaron sobre los dos más cercanos, que murieron en el acto. Otros tres fallecerían a consecuencia de las heridas recibidas. 

			En vísperas de la celebración de la «Pilarica», el 9 de octubre, en Gilena (Sevilla),[16] se convocó una huelga general no autorizada en la que los piquetes se trasladaron a los campos de faena para impedir la labor y lograr por la fuerza la adhesión de los jornaleros. Ante la negativa de estos, los reducidos huelguistas retornaron al pueblo para reclutar más efectivos en la sede socialista, organizadora de la huelga local. Ante la presencia de casi un centenar de congregados que marchaban al cortijo El Marqués, el cabo de la Guardia Civil de Aguadulce, José Regidor Sanguino, al que acompañaban otros dos guardias, comenzó a identificar a los miembros del piquete. Bajo la acusación de coacciones quiso detener a los responsables, para trasladarlos de nuevo hacia el pueblo. A esta masiva comitiva se uniría el cabo Daniel Santos Fernández, destinado en Gilena, junto a otros cuatro guardias de su puesto. 

			Cuando aquella inusitada conducción pasaba por delante del centro socialista de Gilena, un cristal roto desde el interior y un disparo al aire de uno de los guardias precipitarían los acontecimientos. Los huelguistas detenidos y los obreros que estaban en la Casa del Pueblo se lanzaron contra los guardias y estos, sin oportunidad para usar sus armas, se defendieron a culatazos. El cabo Regidor fue rodeado por varios paisanos que le quitaron el fusil y el machete, y a pesar de la acción del guardia Ángel Contreras Gago, que logró salvarle de una primera acometida mortal, no pudo impedir que le clavasen una aguja de coser esparto, de más de veinte centímetros, ni el disparo que realizaron con el propio fusil del cabo. Unos instantes después, comenzaba el intercambio de disparos entre los guardias y los obreros que corrían a refugiarse en el centro socialista. Sobre las calles de Gilena quedaban muertos tres obreros: Rafael Jurado Pérez, Antonio Reina Rodríguez y José Morillas Maireles. Otros dos morirían posteriormente a consecuencia de las heridas: Francisco Javier Pozo Blanco y Francisco Reina Reina. En las filas de la Guardia Civil resultarían heridos por impactos de balas de pistola el guardia Julián Barbero Monilla, que recibió un disparo en el pecho, y Ángel Contreras, con un impacto en la cabeza, por suerte un rasguño. La cifra final de heridos se elevó a unos cincuenta. En el registro posterior del centro obrero La Amistad se hallaron casquillos de pistola del 7,65 y numerosas armas blancas, bastones de hierro, el fusil del cabo, con las cinco balas del cargador disparadas, y el machete reglamentario. En otro local de Izquierda Republicana se encontraron tres revólveres Smith con abundante munición. 

			Otra muestra, una más, de la gravedad de la situación de conflicto social, apenas iniciado el régimen: el teniente de la línea de Olvera (Cádiz) fue nombrado delegado de orden público en la provincia directamente por el Gobernador Civil, para poder detener a los componentes de la corporación municipal de la ciudad, por haber impulsado y dirigido institucionalmente una huelga revolucionaria en cuyo desarrollo no se dudó en disparar contra los guardias civiles, hiriendo a uno de ellos de gravedad. Melilla sufrió, como otros lugares, la acometida de los huelguistas, de tal forma que los guardias Pedro Cantillo y Alfonso Marín resultaron heridos de cierta entidad por una lluvia de piedras cuando intentaban proteger a unos obreros que no se doblegaban a la imposición de la huelga.

			Estos graves problemas de orden público fueron uno de los principales argumentos de la oposición para intentar derribar a la coalición republicano-socialista del poder, lo que induce a determinar con cierta certeza que el inicio de la tenaza para destrozar a la República partió del mango izquierdo de la misma, quizá con la misma fuerza que el extremo diestro. Entre las primeras consecuencias de estos desórdenes públicos puede mencionarse el desencanto de algunos de los miembros del equipo de gobierno. Maura, cansado de las luchas internas en el seno del gabinete, de los conflictos sociales con el resultado advertido de tantos muertos y heridos, y al no aceptar las decisiones adoptadas en relación a la cuestión religiosa, presentaba al presidente de la República, de forma irrevocable, la dimisión como ministro de la Gobernación, que le fue aceptada. Azaña aprovechó la situación para colocar a una persona de su entera confianza y fidelidad en el lugar de Maura. Se hacía así con un férreo control del orden público, vía militar como ministro de la Guerra, y vía civil a través de un fiel servidor en Gobernación: Santiago Casares Quiroga. Además, debemos recordar que también era el presidente del Gobierno, por lo que cualquier decisión relacionada con el control del orden público inevitablemente había de pasar por sus manos, de una forma u otra.

			A la vista de ese caudal de críticas y al desencanto progresivo de amplios sectores de la sociedad, al gobierno no le quedaba más remedio que adoptar una firme decisión, por lo que dictó una rigurosa Ley de Defensa de la República para evitar que se continuaran produciendo los desmanes descritos con anterioridad. La oposición no valoró en su justa medida la esencia de esta norma en defensa del régimen, pues fue duramente cuestionada por ser considerada como una ley de excepción, que se oponía al pretendido y utópico régimen de libertad. De la necesidad de un instrumento de defensa no puede dudarse. El problema surgía por el extraordinario poder que se depositaba en manos de la autoridad gubernativa, que sin necesidad de un juicio previo, podía, y así lo hizo en ocasiones, ordenar el destierro de un ciudadano por su implicación en sucesos violentos, sin los beneficios procesales que la propia legislación penal y procesal española establecía para los casos de los que debiera ocuparse necesariamente la autoridad judicial.

			A la vista del desarrollo de los acontecimientos posteriores, puede afirmarse que la sana intención de la Ley de establecer mecanismos de defensa del régimen se estrelló con la contundencia y contumacia de los extremistas. Los conflictos sociales no acabaron aquí, ni mucho menos. A pesar de la determinación y de la concienciación de la necesidad de tener una «mano dura» con los radicales de todo tipo, el gobierno no pudo acallar las protestas violentas de la extrema izquierda, que solicitaban una aplicación directa de reformas sociales cuando no una completa revolución social. Tampoco pudo impedir la organización y consolidación de grupos vinculados a la extrema derecha que apremiaban el retorno a un gobierno de corte autoritario. 

			En una finca del término de Fuenteobejuna (Córdoba), en la mañana del 1 de noviembre, la intervención de la Guardia Civil para evitar la invasión de unos doscientos obreros, trasladados desde la provincia de Badajoz, provocó un duro enfrentamiento con intercambio de disparos, que se saldó con tres paisanos heridos de gravedad y un guardia con heridas leves por una perdigonada. 

			Entre las filas de la Benemérita, la tragedia se produjo cuando el guardia Miguel Alcocer Soler resultó muerto en la localidad jienense de Andújar, con un disparo en la cabeza, al intentar disolver una manifestación en la plaza del pueblo. Tras diversas pesquisas, y pasados unos meses, apareció un famoso anarquista de la FAI, José Garrido, que se confesó el autor del crimen, bajo precio de «mil pesetas», contratado para ello por sus correligionarios en la localidad. A mediados de diciembre, una pareja de la Guardia Civil de Alcadozo[17], en Albacete, se vio obligada a intervenir en el salón de sesiones del ayuntamiento, a requerimiento de su alcalde, por las coacciones que estaban cometiendo varios piquetes sobre los obreros locales que no querían sumarse a una huelga. Nada más llegar al salón fueron atacados con armas blancas, resultando herido en el cuello el cabo Florencio Segundo Balanza, mientras el guardia López terminaba con varios cortes al intentar proteger a su compañero. 

			Como preludio de la extrema violencia a la que no iba a renunciar el movimiento obrero, como se vería en el caso de Castilblanco, encontramos los enfrentamientos entre huelguistas y guardias civiles en la mañana del 28 de diciembre, en la localidad de Almarcha, en Cuenca[18]. Al igual que en otras ocasiones una manifestación que discurría con cierta normalidad se tornó violenta y los extremistas aprovecharon la ocasión para esgrimir pistolas y escopetas y con ello obligar al alcalde a que dimitiera porque se negaba a que para trabajar los obreros locales se alinearan con el sindicato y el partido de la Casa del Pueblo. Con amenazas lograron que cerrara sus puertas todo el comercio local, que los vecinos se encerraran en sus viviendas tras el improvisado toque de queda impuesto por los sindicalistas, así como también la inmovilización de los medios de transporte, impidiendo que nadie pudiera salir del pueblo en el coche de línea, cuyas ruedas y cristales fueron destrozados. Los miembros del puesto, el cabo Francisco Escudero Martínez y el guardia segundo Demetrio Rodríguez, que estaban prestando un servicio de correrías en el cercano Castillo de Garcimuñoz, fueron reclamados para que retornasen de inmediato a su localidad, a la que se incorporaron otras dos parejas de la demarcación limítrofe. Mientras tanto los exaltados, dueños del pueblo, intentaban asaltar la vivienda del juez municipal en el momento en el que llegaba la primera pareja, que fue acometida por un grupo de cuatro hombres con armas blancas, provocándoles varias heridas, especialmente incisas las de las manos del guardia que intentaba a duras penas defenderse del ataque. Uno de los guardias que llegaron posteriormente disparó sobre el grupo de atacantes, que se defendió a su vez con sus pistolas. Los guardias se replegaron para guarecerse en la casa del juez. La llegada del jefe de la línea, teniente Julián Benito Mariscal, con los refuerzos solicitados, posibilitó el retorno a la tranquilidad de la población y los principales implicados fueron finalmente detenidos.

			Para finalizar este primer año del neonato régimen y con ocasión del desfile de la toma de posesión de presidente de la República, las fuerzas de la Guardia Civil fueron recibidas con discrepancia por parte de los allí congregados, lo que indicaba que la Benemérita continuaba despertando el descontento durmiente en las masas obreras, o quizá fueran espoleados por los elementos distorsionadores que no estaban dispuestos a conceder ninguna tregua al gobierno de la República. Otro grupo de espectadores recibió a los guardias con aplausos y vítores que ahogaban los gritos de aquellos que vilipendiaban a los veteranos guardias. Quedaba claro que la Guardia Civil continuaba siendo querida por unos y odiada por otros, y la llegada del régimen republicano, de momento, no pudo evitar tal dicotomía. De la necesidad de un sincero apoyo por parte del régimen, ante las críticas proferidas contra el Instituto en los momentos iniciales del recorrido republicano, ya se había hecho eco anteriormente el Gobierno de la República en boca de su Presidente, Alcalá-Zamora:

			Yo tengo el deber de hacer justicia a la Guardia Civil y de tributarle, no el elogio del halago, pero sí de discernir la recompensa que merece. La Guardia Civil, contra lo que digan los agitadores, no era instrumento de la Dictadura, sino el medio en el cual inevitablemente se reflejaban las torpezas de aquel sistema de gobierno... La Guardia Civil ha sido el primer Cuerpo del Ejército que el día 14 de abril se puso a disposición del gobierno republicano.[19]

			La Benemérita podría de momento dar continuidad a su labor con cierta tranquilidad si hubiese sido una consideración unánime; pero las discrepancias emergían, y a veces desde una visión bipolar sobre la Institución. El protagonista de estos acontecimientos que mejor puede presentarnos con la mesura suficiente el maniqueísmo con el que se contemplaba al Cuerpo es el propio Azaña, a pesar de que lo consideraba como afecto a la monarquía y desconsiderado e inhumano en sus actuaciones, lo que hace preguntarse cómo podría responder el ministro, llegado el momento, ante cualquier acontecimiento en que se vieran involucrados los guardias civiles. Esto escribió el ministro y presidente del Gobierno:[20] 

			Se habló largamente de la Guardia Civil. Y resolvimos todos los pareceres y todas las eventualidades posibles. Mucha gente odia a la Guardia Civil, sobre todo entre la clase obrera. Y mucha gente adora a la Guardia Civil, considerándola como sustentadora única del orden social. A estas dos posiciones que son antiguas, se añade ahora una gran pasión por ambas partes. Entre sus enemigos, porque estiman que la Guardia Civil es una amenaza para la República; se quejan de que no haya sido ya disuelta, o por lo menos reformada, y recapitulan todos los agravios antiguos, y los nuevos que de ellos han recibido desde la implantación de la República.

			Entre sus amigos cunde el propósito de exaltar a la Guardia Civil, presentándola como desdeñada por la República, o indefensa, o expuesta a ser suprimida, para fomentar el descontento y ver si consiguen que se insubordine contra el gobierno.

			La Guardia Civil ha sido siempre dura, y lo que es peor, irresponsable. «Con un papel, paga», dice el pueblo, refiriéndose a su impunidad. La Guardia Civil ha servido mucho y bien a la antigua política y sus caciques —la emplearon en asuntos electorales, y en cuestiones sociales, aumentaron no solo su número, sino la frecuencia y la amplitud de sus intervenciones—. En los pueblos pequeños, el jefe del Puesto es reyezuelo. Y las vejaciones personales son incontables. Todo esto siembra el odio. También lo siembra el mismo uso justificado de su fuerza, porque los perseguidos no se paran a considerar si se les persigue con razón. Como todo instrumento de fuerza y de represión, no es simpático entre los desgraciados.

			Ahora, desde que ha venido la República, la situación de la Guardia Civil en los pueblos es más crítica, porque son alcaldes y concejales muchos que solían ser la víctimas y los perseguidos habituales de la Guardia Civil, que no se aviene con las nuevas autoridades; también las nuevas autoridades en los pueblos ponen de su parte algo para que la buena armonía se destruya.

			Por cierto que, según me ha contado muchas veces Largo Caballero, durante la dictadura, la Guardia Civil se comportó rectamente con los obreros y campesinos, y no maltrató a nadie, como solía hacer en tiempo anterior… Según Largo, desde que ha venido la República, la Guardia Civil ha vuelto a ser brutal. Excesos de autoridad sí que ha cometido, pero no hay noticia de que haya atormentado a nadie. Hay socialistas que no son enemigos de la Guardia Civil, por ejemplo, Besteiro, que hace tiempo me dijo: «Es una máquina admirable. No hay que suprimirla, sino hacer que funcione a favor nuestro».

			Los comienzos del nuevo año significarán para la Guardia Civil una profunda confirmación del odio que le profesaba el pueblo. El asesinato de los componentes de un puesto, en el que participó un alto porcentaje de la población, impactó en el seno de la Institución de forma tal que en lo sucesivo sus hombres no dudarían nunca más en utilizar sus fusiles. 

			Castilblanco

			Nada podía aventurar lo que iba a ocurrir en el último día del año 1931, pues los acontecimientos significaron para la Guardia Civil una enorme tragedia, la primera de las que sufriría la Institución a lo largo de la década recién iniciada. Para intentar entender lo ocurrido hay que ahondar en las condiciones en las que se produjo el asesinato de todos los componentes del puesto de Castilblanco, ubicado en una pequeña localidad inmersa en las profundidades de la «Siberia» extremeña. Aquellas muertes calaron en la conciencia colectiva, que de alguna forma se juramentó para que no volviera a repetirse tal ataque en otros lugares. La prensa de la época se hizo eco de lo ocurrido con desigual seguimiento, en directa dependencia de la línea ideológica editorial impuesta, y también fue motivo de varias interpelaciones parlamentarias para el esclarecimiento de los hechos. En la Cámara se oyeron voces de solicitud de la disolución del Cuerpo entre los diputados de izquierdas, precisamente cuando habían sido los guardias los atacados de forma salvaje. El relato de los hechos fue objeto de modificaciones interesadas, dependiendo de las motivaciones políticas de los relatores.[21]

			El seguimiento de lo ocurrido y su impacto puede realizarse a partir de la comunicación de las pertinentes novedades para dar cuenta a los superiores de los acontecimientos vividos en el pueblo. El primer parte que se emitió por la Jefatura de la Comandancia a la Dirección General del Cuerpo fue el siguiente:

			Recibido a las 17.15 horas del 31 de diciembre de 1931.

			Madrid, de Badajoz. Urgente.

			Primer Jefe Guardia Civil a Dtor. General de la Guardia Civil.

			Noticias dadas ahora por Oficial de Telégrafos Castilblanco dicen han sido asesinados Cabo y tres Guardias constituían Puesto. Salgo coche rápido para lugar suceso ordenando lo efectúe también urgente capitán cuarta Compañía seguidamente para instruir diligencias urgentes y fuerzas Talarrubias y otros Puestos toda urgencia proteger familias víctimas.

			Era el primer conocimiento que tenía la Dirección General sobre el suceso, y en el que no se aclaraba nada sobre el hecho, tan solo se daba cuenta de lo sucedido y de que el propio jefe de Comandancia, dada la gravedad del asunto, se trasladaba a la localidad para comunicar posteriormente novedades. El siguiente parte decía:

			Recibido a las 4.45 horas del día 1 de enero de 1932.

			De Castilblanco. Capitán Guardia Civil Villanueva Serena en Castilblanco a Director general Guardia Civil.

			Personado en esta localidad sobre 22 horas ayer motivo agresión fuerzas Cuerpo me informé han sido asesinados con ensañamiento el Cabo y tres Guardias este Puesto en ocasión intentar disolver manifestación obreros socialistas. Con fuerza concentrada total 50 individuos practico gestiones esclarecimiento hechos. Juzgado Municipal por orden del de Instrucción instruye diligencias. Cadáveres depósito cementerio habiéndose recogido por dicha Autoridad cuatro fusiles tres de estos rotos faltando tres machetes. Estado ánimo vecindario aparentemente tranquilo. Correo detalles.

			El primer mando que llegó al pueblo, informado por la comunicación de la alcaldía pedánea, fue el capitán de la Compañía, personado con mayor antelación que el jefe de Comandancia, por lo que las noticias que el oficial remitió fueron las primeras que llegaron a la Dirección General del Cuerpo para confirmar la veracidad de la noticia y las disposiciones adoptadas. A esas horas, como se aprecia en el parte, los cadáveres de los guardias ya habían sido recogidos de la calle, en la que habían quedado tirados sin que nadie se atreviese a colocar una manta sobre ello. Posteriormente fueron trasladados al depósito municipal del cementerio. También se comunicaba la pérdida de tres de los machetes de dotación y la destrucción de los fusiles. El Juzgado de Instrucción, a su vez, se había hecho cargo del procedimiento con la iniciación de las correspondientes diligencias. Poco después llegaba el teniente coronel primer jefe de la Comandancia, que nada más hacerse cargo de las operaciones pasaba, a su vez, a comunicar a la Dirección General las siguientes novedades:

			Recibido a las 11 horas del día 1 de enero de 1932.

			Madrid, de Castilblanco.

			Primer Jefe Guardia Civil a Director general ídem Madrid.

			Con capitán Ayudante Tercio llegaron a Puesto a tres horas treinta minutos hallando pueblo estado normal y capitán cuarta Compañía con fuerza según órdenes.

			Comenzado esclarecimiento asesinato Cabo José Blanco Fernández, Guardias segundos Francisco González Borrego, José Mato González y Agripino Simón Martín, única fuerza constituía dotación.

			Hecho ocurrido entre doce treinta y trece ayer en calle Calvario, sitio próximo Casa Pueblo ocasión tratar Fuerza disolver manifestación tumultuaria formada componentes Agrupación Socialista capitaneada presidente llevando bandera roja.

			Cabo Guardias intimidaron disolverse confiándose llegando al contacto un grupo doscientos hombres que se abalanzaron sobre fuerza disparando armas cortas utilizando además toda clase instrumentos cortantes contundentes terminando hiriéndoles después muertos con sus mismos machetes destrozando ojos dientes cráneos salida masa encefálica ensañándose cadáveres acribillándoles machacándoles piedras armamento destrozando tres fusiles llevándose machetes.

			Procedo mi llegada detención Juez Municipal filiación socialista intervino hecho. Presidente Casa Pueblo capitaneaba grupo y otros lo integraban.

			Procuro investigación total delito entregando interventores mismo a capitán Juez diligencia que ordeno instruir sin demora.

			Cadáveres armamento roto recogidos Juez Municipal.

			Entierro depósito como dicha Autoridad va a ser detenida ordeno incautación sumario instruido entregándolo capitán custodia pues suplente será también detenido mismas razones.

			Procuraré acuerden hora entierro de quince horas a diecisiete.

			Viudas hijos Guardias muertos ocupo preliminares llevarlos capital en carruajes traje ese fin los atiendo consuelo acompaño ofreciendo todo necesario.

			Con fuerzas vigilo mantenimiento orden. Espero no se alterará.

			Estas escuetas líneas ofrecen un tenue bosquejo de lo acontecido, al menos de lo que se comprueba en los primeros momentos y de las actuaciones inmediatas. De acuerdo con ellas se puede esbozar el desarrollo de los trágicos hechos, aunque sea imposible descubrir la motivación de tales actos. En primer lugar, llama la atención que a pesar de la rapidez en la comunicación en todos los partes, no se informó, en ningún momento, de la muerte de uno de los paisanos, pero sí se dio cuenta con celeridad de que se hallaba involucrado el Juez de Paz en el desarrollo de los acontecimientos, al menos, de momento, por omisión. De todas maneras, a pesar de este olvido, la única realidad objetiva de todo lo sucedido fue la masacre de los componentes del puesto de la Guardia Civil y la muerte de un campesino.[22] 

			A partir de aquí el suceso se transformó en una serie de conjeturas injustificables desde cualquier punto de vista. El caso, según se relataría en la vista oral del Consejo de Guerra que se desarrollaría en julio de 1933, fue consecuencia de la celebración de una manifestación convocada por el Partido Socialista, como en otros lugares de la provincia pacense. Protestaban por la política de represión aplicada por el teniente coronel de la Guardia Civil Pedro de Pereda Sanz, bajo las directrices del gobernador civil Manuel Álvarez Ujena. El alcalde, Felipe Maganzo, ordenó al cabo que impidiese la manifestación, mediante una nota por escrito, que posteriormente fue hallada en uno de los bolsillos de su guerrera, con instrucciones directas de impedir que recorrieran las calles de Castilblanco.[23] 

			Con el mandato de impedir el desarrollo de la reivindicación socialista, el cabo procedió con sus hombres a disolver la manifestación, que en esos instantes se había concentrado frente a la Casa del Pueblo.[24] Con total confianza se dirigió a parlamentar con el jefe local de la agrupación socialista, Justo Fernández, quedando sus compañeros a cierta distancia de los manifestantes. Mientras se desarrollaba esta conversación, en la que el cabo le solicitaba que se disolvieran, hubo un disparo. Parece ser que uno de los guardias, Agripino, al ser increpado por un grupo de mujeres que quería unirse a los manifestantes, respondió con violencia, interponiéndose entre las primeras y los últimos, llegando a golpear a Cristina Luengo. Declaraciones de algunos de los testigos confirman esta versión: «El guardia Agripino, bruscamente, trataba de disolver a un grupo de mujeres. “A las mujeres no se les pega”, dijo la voz de un manifestante. Y el guardia, arrogante, contestó: “No solo a las mujeres, a los hombres también. Y cogió el fusil y se lo llevó a la cara. El declarante ya no vio más, porque ante lo que estaba sucediendo, entró en la casa de su tía. Y ya en ella oyó el disparo».[25] De entre ellos sobresalió un paisano, Hipólito Corral, dispuesto a enfrentarse con el guardia, y este esgrimió su fusil para dispararle, con tal suerte que en el forcejeo se produjo el disparo, con el resultado de un impacto que resultará mortal para Hipólito. A partir de aquí se desencadenaron los acontecimientos. Los guardias, que no portaban sus armas con ánimo de utilizarlas, pues las llevaban al hombro, confiados en que no tenía que ocurrir nada más que algún que otro insulto desde la lejanía, fueron inmediatamente desarmados por la masa y pasados a cuchillo con varias armas cortantes y punzantes.

			Esta es una de las teorías, pero no es la única. Existe otra, completamente alejada de la anterior, sobre la iniciación de los acontecimientos, en la que el cabo fue atacado nada más acercarse para parlamentar, y ante el grito de temor y horror de este último, se inició toda la matanza, dándole tiempo al guardia Agripino a realizar un solo disparo, que atravesó el cuerpo de uno de los campesinos que le estaban atacando. A la altura de este relato no es cuestión de analizar cómo comenzó todo y sí de valorar el estado en el que quedaron los cuerpos de los guardias, que, tal como relató en el parte el jefe de Comandancia, no dejaba lugar a dudas de que fueron literalmente destrozados. El inicio de los acontecimientos, si fue cosa de un lado u otro, no desvirtúa el resultado final de cinco cadáveres en las calles de Castilblanco. Según consta en los partes de defunción de los guardias, la muerte se produjo por numerosas heridas a mano armada. En el caso del campesino la muerte fue causada por arma de fuego. 

			Si fueron rematados con sus propias armas o con otras no puede confirmarse. Las heridas de bala pudieron producirse cuando ya se encontraban muertos. Los cuerpos no aparecieron con balazos de fusil, pues al parecer se usaron armas cortas, y los fusiles aparecieron completamente destrozados. Eso sí, el informe de la autopsia del forense nos muestra un elevado número de heridas en cada uno de los cuerpos de los guardias civiles, incluidas las producidas por armas de fuego: 

			Y así se puede establecer que las heridas sufridas por los guardias, tanto las causadas con piedras como con armas, la mayor parte de ellas son mortales de necesidad, y que las causadas con armas de fuego presentan los bordes de entrada quemados, indicios de que fueron producidas a bocajarro; que en todas ellas se aprecia la fractura de la base del cráneo; en el cadáver del guardia Matos el ojo derecho desaparecido totalmente… sin que haya sido encontrado. El número de heridas o fracturas producidas son: 17 en el cuerpo del cabo; 20 en el de Matos; 17 en el de González y 16 en el de Agripino.[26]

			Resulta interesante, al amparo de lo ocurrido y de lo esgrimido por la defensa en el juicio contra los asaltantes, reseñar la completa integración de los componentes del puesto con los habitantes de la población, lo que impide la justificación del odio visceral y ancestral que el campesino profesaba hacia la Guardia Civil, como así quisieron hacer ver algunos diputados socialistas como Margarita Nelken o Muiño. El cabo y los otros dos guardias casados llevaban viviendo desde hacía algunos años en la localidad, y conocían perfectamente a aquellos que fueron sus verdugos. De hecho, uno de los guardias tuvo algún que otro problema por su continua asistencia a la taberna del pueblo, donde echaba sus partidas de dominó y cartas, ante la falta de motivación policial en la localidad, por lo que alguna vez fue reprendido disciplinariamente por su comandante de puesto. El guardia Borrego, soltero, estaba a punto de casarse con una muchacha casadera del pueblo, Damiana López, e incluso ya se habían producido las preceptivas amonestaciones en la parroquia de la localidad.

			Es probable que actuaran, como se argumentaría en el proceso judicial llevado a cabo en el consejo de guerra, con la conciencia de hallarse cobijados por el sentimiento de pertenencia a la masa inconsciente.[27] La cercanía del vecindario nos induce a pensar que las relaciones más cercanas pueden provocar las respuestas más sangrientas e inhumanas. No asesinaron a los cuatro guardias civiles tan solo por el hecho de serlo, sino porque representaban todo lo que les había sido hostil desde siempre, o al menos así lo entendían las masas campesinas. ¿Cómo afectó lo ocurrido en la localidad pacense? En el Cuerpo la noticia fue determinante para que se adoptaran actitudes de desesperanza y recelo. Arreciaron las críticas a la labor de protección del orden público desarrollada por el Ministerio de la Gobernación. Se tenía la impresión de que la ambigüedad presidía todas las actuaciones del ministro Casares. Desde que Maura dimitió, eran los miembros de las fuerzas de seguridad los que exponían sus vidas, en duros enfrentamientos con los anarquistas o con pistoleros contratados. 

			El gobierno de este primer bienio, por su parte, se vio superado en muchísimas ocasiones por un extremismo visceral por parte de la extrema izquierda, representada por el anarquismo, pero no por ello dejó de combatir con medidas legales tal amenaza para el régimen. No obstante, las declaraciones de diputados del PSOE, el socio gubernamental, no hicieron sino confirmar que el enemigo en esos instantes para la Guardia Civil, una sensación compartida en sus filas, estaba del lado de los representantes del socialismo. Era inevitable que ocurriera así, a la vista de la postura adoptada por algunos de los políticos socialistas; más cuando desde los diarios de la derecha se lanzaba una verdadera ofensiva para adjudicar toda responsabilidad a los miembros del Partido Socialista.

			Con tales presupuestos se inició la depuración de responsabilidades en Castilblanco, en aquellos primeros instantes, cuando los guardias llegados desde la cabecera de la compañía y de la capital comenzaron a recorrer las calles del pueblo, entrando en las paupérrimas casas de adobe para detener a 45 vecinos, entre ellos al presidente de la Casa del Pueblo y al citado Juez Municipal, Justo Fernández López, que dirigía la manifestación; a Hilario Bermejo Corral, alias «El Retuerto», albañil de profesión, a quien le ocuparon en su casa el machete reglamentario del arma del cabo, y al que se acusaba del asesinato de este; a Pedro Álvarez Bravo, Lucio Bravo Ayuso, Wenceslao García Galán, Benigno del Prado Romero, Reyes Horcajo Romero, Fausto Bonilla, Toribio Fernández Navas, y una larga lista en la que hay que incluir a Cristina Luengo, alias «la Machota», e incluso al sepulturero, por omisión en la recogida de los cuerpos; pasados unos días, también sería detenido el alcalde como responsable moral de lo ocurrido. Todos fueron cacheados. Las ropas ensangrentadas delataban a los culpables, y fueron trasladados al ayuntamiento, que se transformaba en una inusitada prisión local. Mientras esto ocurría, los cuerpos destrozados eran traslados por los compañeros de los fallecidos al cementerio del pueblo y depositados en una improvisada mesa forense, sobre una placa para la matanza de animales. Las autopsias se celebraron al aire libre y, tras su desarrollo, los cadáveres serían entregados a las familias que llegaban al pueblo, para trasladarse posteriormente a la capital, donde se iba a desarrollar el sepelio.

			Sanjurjo, máxima autoridad de la Guardia Civil, partió desde Zaragoza hacia Badajoz, con escala previa en la Dirección General del Cuerpo, la misma noche de fin de año de 1931. A su llegada, tras comprobar personalmente lo ocurrido, no tuvo más remedio que dejarse llevar por el derrotismo, y arrastrado por sus sentimientos declaró: «Este hecho no tiene comparación en salvajismo con lo que vi en Monte Arruit». Hay que imaginar al general ante la visión de los cuerpos de los guardias, con la piel de la cabeza y la cara hecha jirones, cosidos a cuchillazos, golpeados, con las cuencas de los ojos vacías, etc., lo que necesariamente tuvo que impactarle con profundidad. Unos días después, el 5 de enero, se llevaba a cabo el entierro de los guardias asesinados, con una asistencia multitudinaria por las calles de Badajoz, presidido por el ministro de Gobernación. 

			Para evitar el descontento y la desesperanza, y por qué no, el temor del resto de los miembros de la Benemérita en la provincia pacense, el director general recorrió numerosos pueblos hablando con los guardias y sus familias, dándoles el necesario apoyo con el objetivo de recuperar una moral que, inevitablemente, se encontraba en niveles ínfimos tras la tragedia de Castilblanco. A los familiares de los guardias civiles asesinados les daba una cantidad de 5.000 pesetas para paliar la precaria situación en la que habían quedado.

			Al retornar Sanjurjo a Madrid, hundido por los hechos, se dispuso a luchar para esclarecer, no solamente la responsabilidad de los que habían cometido los asesinatos, sino también la de quienes estaban detrás de toda aquella barbarie. No dudó en mantener agrias polémicas públicas, con duras declaraciones, especialmente con la diputada socialista Nelken, porque para él todo apuntaba a que desde las filas del socialismo en Badajoz se estaba creando una situación de clara tendencia revolucionaria, contraria a los propios dictados de la coalición gobernante y del sentido de la República. Pero por mucho que le insistiera el general a Casares Quiroga, el mal ya estaba hecho. Y el ministro no dudó en reclamar auxilio a su mentor, Azaña, presentándole un rosario de quejas para que se destituyera a Sanjurjo. 

			No obstante, para prevenir que en el seno de la Guardia Civil se extendiese el sentimiento de desolación que impregnaba en esos momentos las conciencias de los guardias de la Comandancia de Badajoz y considerando que también era muy posible que naciera algún brote insurreccional contra el régimen republicano que llevara al gobierno a tomar alguna medida con la Institución, que de momento no merecía de ninguna manera, publicó una orden general dirigida a la restauración de la moral en el Cuerpo, en la que realizaba un expreso recordatorio de las víctimas producidas entre los huelguistas en sus enfrentamientos con la Guardia Civil. La referida orden decía así:

			He pasado por las mismas situaciones de ánimo que vosotros y con vosotros he sufrido profundamente ante nuestros cuatro mártires de Castilblanco. Siento como vosotros, porque vivo vuestra vida, y solo así puede uno darse cuenta, de vuestras bondades y vuestras virtudes, que hace que en todo momento conservemos nuestra templanza y remitamos nuestra actuación al más exacto cumplimiento de las Leyes y de los Reglamentos.

			Porque os conozco me explico perfectamente la confianza de aquellos mártires que, fiados en la bondad propia, hablaban con las turbas llevando colgados los fusiles; no lo censuro, que no es censurable el buen deseo que les animó, pero quiero hacerla resaltar para prevenir a todos de las fatales consecuencias que puede acarrear. Cumplid exactamente nuestros Reglamentos; los jefes y oficiales, en sus periódicas revistas, deben comprobar que todo el personal del Cuerpo sabe a la perfección, tanto el artículo 7 de la cartilla, como los del 23 al 28 del «Para el Servicio», y el 257 del Código Penal Ordinario, que cita nuestro «Manual»; denunciad ante las autoridades correspondientes, porque ello no es solo un derecho, sino una ineludible obligación, cuantos ataques se nos dirijan y, muy especialmente, aquellos con que la Prensa sectaria intenta socavar nuestro prestigio y aquellas excitaciones que en mítines y reuniones se hacen a las masas obreras para enfrentárseles, olvidando que por ellas también laboramos, pues sin el orden y la paz social que defendemos, su existencia y bienestar se verían comprometidos, que sepan todos que si nuestros muertos nos llegan al alma, también nos duelen los que caen frente a nosotros en la lucha de la obcecación, el engaño o la incultura con el cumplimiento estricto del deber.

			No necesito repetiros que, cumpliendo como os digo, responderé siempre por vosotros. Sé que tengo vuestra confianza; tened la absoluta seguridad de que tenéis la mía más completa y todo mi cariño. Vuestro general director. SANJURJO.[28]

			A raíz de los sucesos de la localidad extremeña, una buena parte de la sociedad española mostró su solidaridad con los guardias civiles. A las puertas de la Dirección General cientos de personas se acercaban para manifestar sus condolencias con donativos para las familias. En las filas del Cuerpo, acorde con el sentimiento de hermandad entre sus hombres, y de forma solidaria por parte de otras instituciones, se realizó una suscripción a nivel nacional para recoger fondos con los que ayudar a las desvalidas familias de los guardias asesinados en Castilblanco.

			Tras la solidaridad de la calle, la polémica se trasladaría a la Cámara parlamentaria, en la que arreciaron las críticas y los debates, enardecidos y apasionados, sobre la labor real de la Institución. Desde los escaños del republicanismo, toda la responsabilidad era achacada a la monarquía, pues la deficiente situación en la que se hallaban los jornaleros andaluces y extremeños era un propicio caldo de cultivo para experimentos comunistas, en lucha constante con el pertinaz caciquismo. Tal fue la virulencia oratoria utilizada en la defensa de los hechos, incluso abogando por la reforma de la Guardia Civil a pesar de que en este caso había resultado ser la agredida, que al propio presidente del Gobierno no le quedó más remedio que declarar en la sesión del 5 de enero que parecía que los guardias civiles asesinados en la calle eran los culpables de su propia muerte. Se cuestionaba la misma naturaleza de la Guardia Civil. En la defensa gubernamental realizada por Azaña, el presidente declaró que se trataba de un Instituto militar fundado en dos bases: la obediencia al mando y la responsabilidad, y en esta segunda base se cimentaba su eficacia. Pero a este tenso debate parlamentario se unió la desgracia de los acontecimientos cercanos en el tiempo en los que los fusiles de los guardias civiles acabaron con varias vidas de jornaleros y campesinos, lo que provocaba que el Partido Socialista, quizá con cierto sentido de culpabilidad por lo ocurrido en Castilblanco, esgrimiera de nuevo un discurso virulento hacia la Guardia Civil.

			También fue polémica la atribución del caso a la jurisdicción militar. No obstante, la discusión se vería solventada rápidamente por una decisión del gobierno que dictaminaba, tras una preceptiva y oportuna consulta a la Auditoria de la División Militar de la Región de Madrid, que la jurisdicción apropiada para hacerse del caso era la castrense, según disponía el Código de Justicia Militar. La agresión a un militar debía ser enjuiciada por la jurisdicción castrense. Los detenidos, finalmente solo fueron procesados veintidós de ellos, se trasladaron a la prisión provincial de Badajoz para esperar la vista oral, que no se sustanciaría hasta julio de 1933. En nada quedaron las protestas y reclamaciones por parte de los partidos del ala izquierda parlamentaria para que fuese la jurisdicción civil la que instruyera y juzgara a los autores de los asesinatos, ya que la consideración de fuerza armada para los individuos de la Guardia Civil en la prestación de su servicio y vistiendo de uniforme sustentaba un proceso penal militar. 

			El polémico y esperado juicio se desarrolló en Badajoz, desde el día 17 de julio de 1933, en un Tribunal reunido en consejo de guerra,[29] presidido por el coronel José Cantero Ortega, actuando como fiscal un comandante jurídico militar, Ricardo Calderón Carrasco. Para hacerse cargo de la defensa, el Partido Socialista ofreció al equipo del prestigioso abogado Jiménez de Asúa, al que acompañaba un grupo de destacados militantes socialistas como Vidarte, y los letrados Rodríguez Sastre y Trejo Gallardo, lo que brindaba una verdadera muestra de la politización e importancia de lo ocurrido en Castilblanco. La implicación del socialismo se evidenciaba por la calidad de los abogados defensores de los encausados. 

			El Ministerio Fiscal realizó un exhaustivo recorrido por los hechos, intentando presentar las pruebas recogidas en la inspección ocular, respaldadas por las declaraciones realizadas en la fase de sumario por testigos y acusados. En el juicio oral, sin embargo, los acusados se retractarían de las primeras, alegando que se obtuvieron mediante la aplicación de malos tratos por parte de la fuerza instructora. Algunas declaraciones ante el tribunal se orientaron en este sentido, como la de Pedro Álvarez Bravo: 

			—Sí, fui insultado y atropellado bárbaramente por la Guardia Civil. 

			—¿Y tiene usted señales de las heridas causadas? 

			—Sí, señor, que las tengo. 

			Y Pedro Álvarez allí delante del Consejo de Guerra y de los letrados, de los periodistas y de los ciudadanos que asistían al juicio, se quitó la ropa del torso y dejó al descubierto la espalda, que lleva cicatriz visible, huella de agresión, marca indeleble, que hoy ya no humilla, ni es señal de condición plebeya, sino acusación de iniquidad. 

			Declaración de Cristina Luengo:

			—Me hicieron daños en las muñecas con cuerdas que me oprimían, y que las frotaban y restregaban. Me golpearon con la culata de un fusil contra mi pecho, y el golpe dejó huella. Y otro guardia civil me apretó fuertemente un pecho y me insultó con palabras soeces, y me amenazó con arrastrarme. «Te voy a meter el fusil por…», gritó para que confesara lo que ellos pretendían…[30]

			Sobre la posibilidad de que la manifestación hubiese devenido en reivindicaciones violentas, el secretario municipal Manuel Conde, declaró: 

			—Habían sido promovidas campañas extremistas. El presidente de la Casa del Pueblo, Justo Fernández, que estaba allí en el banquillo, había llevado a Castilblanco a propagandistas —El Risco, el Relojero— que excitan a los obreros para cometer actos de violencia. 

			Con las pruebas y declaraciones, el fiscal, un comandante jurídico, planteó su acusación en los siguientes términos:[31] 

			En todo lo actuado existen indicios más que suficientes para establecer que la hipótesis de agredir o desarmar a la Guardia Civil había sido prevista y no desechada. El alcalde afirma que era un rumor público que se iba a desarmar a la Guardia Civil… El cabo «trabó conversación con el presidente de la Casa del Pueblo invitándole a que la manifestación se disolviera». En este instante, de un grupo de mujeres, que venían tras de los guardias se destacó una, Cristina Luengo (a) la Machota, que en actitud enardecida y excitante pretendió pasar; la requirió el guardia Agripino para que no lo hiciera, adelantando su fusil para impedirle el paso; a la vista de esto, los grupos realizan un movimiento envolvente alrededor de los guardias; un paisano, Pedro Álvarez, forcejeó con el guardia Agripino para evitar que disparara, según arguye. Diose el cabo cuenta de lo que sucedía, pues se dispuso a atravesar entre la gente para incorporarse a la fuerza de su mando, objetivo que no pudo conseguir porque en este momento sonó un tiro, y, como si fuera la señal convenida, los grupos se lanzan contra los cuatro guardias y con saña cruel dan fin a sus vidas, a golpes, tiros, cuchilladas y pedradas; consumada acción tan bárbara, propia de pueblos en estado salvaje, todavía hay algún procesado que tira piedras contra aquellos cadáveres; que les apuñala porque en la lucha no pudo hacerlo y no quería ser menos que los demás, según dice; que, viendo que uno de los guardias se movía, le da con un fusil un golpe suave, según él, en los riñones; y las mujeres danzan alrededor de aquellos cuerpos inanimados y algunos los pisotean.

			A pesar de la contundencia del relato acusador el equipo de defensa lograría la absolución de alguno de los implicados, aunque finalmente no pudo impedir que se solicitaran seis sentencias de muerte y varias cadenas perpetuas. Las penas sumarísimas nunca llegaron a ejecutarse, ya que fueron conmutadas por las de prisión. Unos años después, con la llegada del Frente Popular, los sentenciados serían puestos en libertad y saludados como héroes en la localidad pacense.

			Arnedo

			El 2 de enero, apenas un par de días después de los sucesos de Castilblanco, una nueva ciudad extremeña, Zalamea de la Serena, sería cabecera de los diarios nacionales por lo ocurrido en sus calles, con un muerto tras unos graves enfrentamientos entre vecinos y guardias civiles. El telegrama emitido por el comandante del puesto al Gobierno Civil daba fe de tales sucesos: 

			A las nueve de la noche, y desconociéndose la causa, dos grupos de elemento civil se acometieron en una de las calles del pueblo, originándose una batalla campal, sonando numerosos disparos y quedando en tierra un muerto y tres heridos gravísimos. La Guardia Civil de este Puesto acudió a poner orden y fue recibida a tiros y pedradas, viéndose precisada a usar sus armas y resultando un muerto y al parecer un herido. Se solicita el envío de fuerzas ante la posibilidad de repetirse los sucesos.

			Cerca de allí, en Feria, junto a Zafra, otro choque entre guardias y campesinos provocaría la muerte de uno de estos, Manuel Flores.[32] 

			Los graves conflictos se trasladaron luego a Jeresa (Valencia).[33] El 4 de enero, en un tenso clima, una manifestación compuesta por unos cuatrocientos obreros rodeaba el acuartelamiento, con amenazas de asaltarlo. El teniente de la línea de Gandía, Luis Rodríguez Montiel, junto a una escuadra de cuatro guardias de Caballería, había recibido órdenes expresas del teniente coronel Pérez Barbieri, su jefe de Comandancia, de incorporarse al Puesto para evitar desórdenes, y ante la manifestación ordenó cargar para dispersar a los concentrados. El enfrentamiento entre unos y otros se saldaría de nuevo, por desgracia, con dos muertos y varios heridos, de los cuales cuatro fallecerían posteriormente. Dos días después fueron las calles de Calzada de Calatrava[34] las que se tiñeron de tragedia con el fallecimiento de un obrero, Santos Núñez, y las graves heridas de su hermano Vicente, tras la declaración de la huelga general por la Casa del Pueblo local y la decisión de impedir trabajar al resto de los campesinos en la recogida de la aceituna. La colisión con los guardias civiles dejó este triste balance.

			No quedó aquí esta serie de tragedias, porque la desdicha también surgió en tierras aragonesas, en Épila (Zaragoza),[35] donde se dio un proceso que se repetiría en numerosas ocasiones por toda la geografía española. El intento de asaltar la casa cuartel, por parte de un contingente de varios centenares de hombres, que solicitaban la liberación de uno de sus correligionarios, detenido el día anterior, tuvo la consecuencia de dos asaltantes muertos y varios heridos entre obreros y guardias civiles. 

			Todos estos sucesos, pese a su gravedad, no tendrían comparación con lo ocurrido en la riojana localidad de Arnedo.[36] Las noticias de enfrentamientos con muertos y heridos llegaban inevitablemente a los oídos de los guardias del puesto, que estaban bajo el mando del teniente Juan Corcuera para el control del orden público, ante una huelga general declarada por motivos laborales. Con el deseo de apaciguar los ánimos el gobernador civil de Logroño, acompañado del jefe de Comandancia, se trasladó al pueblo para entrevistarse con los líderes sindicales. Antes de esta reunión, ante la posibilidad de que se produjeran disturbios, fueron concentrados varios guardias civiles desde las cabeceras de la Compañía y de la Comandancia. La media de edad se acercaba a los treinta y ocho años, lo que era señal de veteranía.

			El día 4 de enero dirigentes socialistas y sindicales de la provincia también se incorporaron a la localidad, para hacerse cargo de la dirección de la proyectada huelga, con directrices determinantes: la huelga debía discurrir pacíficamente. Estas órdenes eran muy claras, pero algunos obreros de Arnedo no las acataron. En la madrugada del 5 de enero, uno de los piquetes coactivos quiso que cerrara una fábrica de pan, cuyo propietario se había negado a secundar la huelga general. Una pareja de la Guardia Civil lo impidió. Ese mismo piquete se dirigió entonces a una fábrica de aceite con idéntica intención y en esta ocasión fueron los trabajadores los que abortaron el intento. Unas horas después, finalmente, un grupo de saboteadores lograba que se cortase la luz en la población y no se reparase la avería provocada. 

			Los dirigentes socialistas fueron reclamados para que acudieran a reunirse con el gobernador civil, en el ayuntamiento. En la puerta del edificio, bajo los soportales de la parte inferior, las fuerzas de la Guardia Civil, entre las que se encontraban las que habían llegado en comisión para reforzar el dispositivo solicitado, que de momento se encontraban al mando del teniente Juan Corcuera Piedrahita, se posicionaron para evitar que se asaltase el consistorio. El resto del pueblo esperaba noticias sobre el conflicto laboral en las inmediaciones de la plaza. Mientras tanto, el teniente iba recorriendo varios locales comerciales forzando la apertura de los mismos, según comentaría en el juicio, para hacer posible que los paisanos pudieran comprar comestibles si así lo deseaban. Algunos de los dirigentes criticaron esta actitud y apelaron a la libertad de huelga. 

			Orad de la Torre, socialista y candidato a diputado por Logroño en la convocatoria electoral a las Cortes Constituyentes, presente en esos instantes en la plaza, al pasar con un grupo de paisanos junto al piquete de la Guardia Civil, creyó haber oído manifestar a un cabo: «Con estas manifestaciones hay que acabar a tiros». No dudó en recriminarle esta actitud y le dijo, según su versión: «Cuando se respeta a la autoridad, la autoridad debe ser la primera en respetar. No se propongan ustedes abrir un abismo entre el pueblo y la Guardia Civil, máxime cuando este no tiene para ustedes más que cariño». El cabo, y siempre siguiendo lo manifestado por De la Torre, rectificó y manifestó ante los paisanos que lo que quería era la paz para todos. Orad posó una mano sobre el hombro del guardia civil comentando al entorno: «¡Ya la oís! El cabo, que es un obrero como nosotros, dice que no quiere más que la paz». Varios de los presentes dieron vivas a la República y a la Guardia Civil. Bien, esta anécdota, y siempre según la versión de Orad de la Torre, ilustra de alguna manera las relaciones de la población con los componentes del puesto, confirmadas por las declaraciones de más vecinos. Estaban presididas por la armonía, sin animadversión hacia los guardias.

			Otros vecinos afirmaron que la huelga general se había impuesto bajo la coacción de los piquetes.[37] Teófilo Montiel, secretario de la UGT, no dudaba en reconocer en declaración ante el juez instructor que sobre las ocho y media de la mañana se encontraba junto a otros compañeros «invitando» a que dejasen de trabajar en la fábrica del nieto de Cándido Sevilla, propósito que lograron de forma «inmediata». Unas horas después la huelga obtuvo sus frutos y el laudo arbitral resultaría satisfactorio para las reivindicaciones obreras. El éxito hizo que se convocase una manifestación para celebrarlo y la mayor parte del pueblo, con mujeres y niños, se sumó a la misma. Tras recorrer varias calles accedieron finalmente a la plaza, donde estaba ubicado el ayuntamiento y donde hallaron a los guardias civiles bajo los soportales del mismo. Sin que ocurriese nada, los paisanos desfilaron tranquilamente por la plaza, hasta que la manifestación se bifurcó en dos brazos y uno de ellos retornó sobre sus pasos para detenerse frente a los guardias.

			Los dirigentes comenzaron a lanzar las arengas y gritos revolucionarios que incitaron al teniente Corcuera a ordenar al sargento Clemente Hernández que con el cabo Camarzana y un par de guardias se adelantasen para conminar a los huelguistas a que se retirasen y desistieran de esa actitud. Se produjo un leve conflicto entre guardias y manifestantes, y aquí parece radicar el inicio del enfrentamiento que desencadenó la tragedia. Algunos aseveraron que los guardias intentaron disolver la concentración empujando a la gente, pero sin dar culatazos, como afirmaban otros. Uno de los guardias, Alejandro Fernández, utilizó el arma para que uno de los grupos se disolviera, e intentó golpear a una muchacha, hija de Miguel Velasco Esquerro, que estaba junto a su hermano Fermín y que resultaría muerto tras los sucesos. Esto provocó que otros familiares se abalanzaran sobre el guardia y lo derribasen. El sargento golpeó a otro paisano del grupo, Máximo González, y en ese momento comenzaron los disparos. ¿De dónde partió el primero? No se ha podido dilucidar el origen de esa primera bala. Para el defensor del teniente, procedió de la masa y ese fue el motivo de que los compañeros del oficial disparasen; para el fiscal, fueron los guardias los que dispararon a la orden de su oficial, cuando este vio en el suelo a unos de sus hombres y al sargento enfrascado en una pelea con varios paisanos. Acreditado quedó, verazmente, que el cabo Camarzana recibió un impacto de bala en un tobillo. Los guardias afirmaron haber oído la voz de «fuego» del oficial; pero este lo negaría rotundamente. Las consecuencias de los disparos resultaron trágicas: sobre las calles aledañas a la plaza quedaban seis cadáveres de esta primera descarga de fusilería. En la posterior investigación judicial, solo once de los veinticinco guardias confirmaron que habían utilizado sus armas largas. De ellos, dos dijeron haber disparado al aire; cuatro aseguraron que lo hicieron al azar, sin apuntar, y los cinco restantes que dispararon contra un hombre que portaba una pistola. 

			Los testigos afirmaron que la primera descarga duró, aproximadamente, un minuto, pero que se produjeron dos posteriores, que solo se detuvieron cuando el teniente coronel pudo contener a sus hombres desde el porche del ayuntamiento. Los guardias del puesto testificarían, en su totalidad, que ninguno de ellos había utilizado su arma y que presionaron a sus compañeros de la compañía y la Comandancia para que dejaran de disparar. La dantesca visión de los heridos y muertos resultaba aterradora. Para valorar las funestas consecuencias de los disparos de la Guardia Civil en Arnedo, solo había que recorrer las salas del improvisado hospital de campaña, en el que se alojaron las decenas de heridos.

			En esta ocasión, en el tenso clima de enfrentamientos sociales, los guardias actuaron con tal contundencia, desproporcionada a todas luces, quizás por sentirse amenazados, o al menos eso se desprende de la versión facilitada en el sumario militar. Fuera de este supuesto no se entiende tal crueldad, cuando frente a ellos se encontraban pacíficos paisanos junto a sus mujeres e hijos. La responsabilidad, a la vista de lo actuado, había que depositarla en la orden del oficial, y si no lo ordenó, como intentó argumentar en su defensa, estaba obligado a impedir el uso de las armas, y en este caso también sería culpable por omisión. 

			Era de esperar, con toda justicia, gran repercusión mediática a nivel nacional. Se reabría el debate, en el caso de que se hubiera cerrado, sobre la necesidad de disolver o de reformar la Guardia Civil. Apenas transcurridas unas horas tras los sucesos, llegaba a Arnedo una comisión parlamentaria, compuesta esencialmente por diputados socialistas, entre ellos la sobresaliente figura de Margarita Nelken. A su vez, se iniciaba una investigación oficial, por parte del Ministerio de la Gobernación, en la persona del gobernador civil de Vizcaya, José Calviño, quien recibió órdenes directas de Casares Quiroga para que esclareciese, alejándose de consideraciones apasionadas, lo ocurrido en las calles de la localidad riojana.

			 Con ciertas dudas sobre la procedencia y naturaleza del impacto del proyectil en la pierna del cabo, Calviño encargaría un estudio de balística para aclarar de qué tipo de arma partió. El informe parecía apuntar, sin poder acreditarlo con certeza, a que se trataba de un disparo por arma corta, que ciertamente no utilizaron los guardias civiles. Esta circunstancia induce a estimar la posibilidad de pistoleros ocultos entre la masa de pacíficos manifestantes; otra esquirla de proyectil, recogida de la pierna de uno de los paisanos, Hilario León, también dejó patente la utilización de armas cortas de fuego. 

			Apenas habían transcurrido veinticuatro horas de lo ocurrido en Arnedo, cuando el 6 de enero tuvo lugar un encendido debate parlamentario cuyo protagonista final sería el colectivo y no los responsables directos de los disparos. Por un lado, los diputados socialistas, miembros de la coalición gubernamental solicitaron el esclarecimiento de los hechos y la personalización en la depuración de responsabilidades; por otro, desde los escaños de los grupos situados en la cercanía de la extrema izquierda surgieron agrias protestas y una violenta crítica a la política de orden público llevada a cabo por el gobierno republicano. En aquel pleno[38] tomó la palabra el diputado socialista Sabrás, para hacer un extenso relato de lo ocurrido, recurriendo para ello a las palabras del ya mencionado Orad de la Torre, quien había presenciado los hechos en primera persona: 
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